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RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO

TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DEL CAUCA

	Acción o medio de control. NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO

	Radicado. 19001333100620110026401

	Demandante.  José Arlinson Buritica Caicedo

	Demandado.  Municipio del Patía Cauca

	Fecha de la sentencia.  Diciembre 10 de 2015 

	Magistrado ponente.  PEDRO JAVIER BOLAÑOS ANDRADE

	Descriptor. Honorarios de concejales.

	Restrictor 1. No tienen el carácter de remuneración laboral.

	Restrictor 2. No puede entenderse la obligación de incluir los viáticos, primas y bonificaciones.

	Resumen del caso.  El actor ejerció como concejal para el periodo constitucional 2004 – 2007 en el Municipio de Patía – Cauca. Arguye que tiene derecho al reconocimiento y pago de los honorarios debiendo reconocérsele “como máximo” el 100% del salario diario que corresponde al alcalde, lo que implica el sueldo básico, los viáticos, primas y bonificaciones como factores salariales.



	Problema jurídico. Determinar si al actor se le debe realizar la reliquidación de los honorarios con la inclusión de todos los factores recibidos por el alcalde del Municipio de Patía - Cauca en el período constitucional de los años 2004, 2005, 2006 y 2007 -como sueldo básico, viáticos, primas y bonificaciones-, anualidades en las cuales se desempeñó como concejal de dicho ente territorial.


	Decisión. Confirma decisión del a quo que negó pretensiones de la demanda.


	Razón de la decisión. 

Así, pues, itera la Sala que a los concejales se les retribuye su asistencia comprobada a sesiones plenarias a través la figura de honorarios, los cuales no tienen el carácter de remuneración laboral, pues la función de concejal no conlleva legalmente al reconocimiento de prestaciones sociales; todo esto en razón a que no existe un vínculo laboral ni tampoco una relación legal y reglamentaria con el Estado, de naturaleza semejante a la de un empleado público o trabajador estatal.

Aunado a lo anterior, incluso se puede observar que los honorarios reconocidos a los concejales, no hacen parte de la nómina mensual de salarios, de suerte que no deben ser tenidos en cuenta para la liquidación de aportes parafiscales.

De conformidad con los Decretos que fijaron los límites máximos salariales de los Gobernadores y Alcaldes –que según se vio ya había sido planteado en el artículo 87 de la Ley 136 de 1994- se entiende por salario de los alcaldes: el salario básico y los gastos de representación. De suerte que no podría hablarse de la inclusión de otros factores distintos a los expresamente indicados. Además, en el presente asunto no se logra demostrar que el Alcalde del Municipio de Patía recibiera suma alguna por gastos de representación.

En otras palabras, la liquidación de los honorarios recibidos por los concejales se debe realizar con el salario del alcalde, entendido como la asignación básica y los gastos de representación, tal y como lo dispone la normativa que rige la materia, sin que pueda entenderse la obligación de incluir los viáticos, primas y bonificaciones como lo solicita la parte actora, máxime que el régimen establecido para aquellos -los concejales- es distinto del previsto para los funcionarios que integran las plantas de personal de los municipios. En virtud de ello, se itera, los concejales no son empleados de la administración municipal, pues laboralmente no forman parte de la nómina de funcionarios del ente territorial.

(…) 

Si bien la parte actora manifestó en su alzada que la jurisprudencia citada por el A quo se refería de manera exclusiva a la inclusión de la prima técnica como factor para liquidar los honorarios de los concejales y, por tanto, no era aplicable al caso concreto, la Sala discrepa de dicha posición, pues al igual que los otros factores que se solicitan en la acción instaurada, la referida prima no se encuentra incluida en el concepto de asignación básica, ni gastos de representación; razón por la cual los pronunciamientos citados coinciden con la posición de esta Corporación, en el sentido de que no tienen vocación de prosperidad las pretensiones de la demanda. 

Conforme a lo anterior, la Sala procederá a confirmar la sentencia de primera instancia, en tanto se negaron las pretensiones formuladas por la parte actora. 


	Observación del Despacho sobre la relevancia de la sentencia (el por qué de su novedad, su reiteración de posición, su cambio de postura jurisprudencial).

Sentencia que reitera el tópico de que a los concejales se les retribuye su asistencia comprobada a sesiones plenarias a través la figura de honorarios, los cuales no tienen el carácter de remuneración laboral. La liquidación de los honorarios recibidos por los concejales se debe realizar con el salario del alcalde, entendido como la asignación básica y los gastos de representación, tal y como lo dispone la normativa que rige la materia, sin que pueda entenderse la obligación de incluir los viáticos, primas, bonificaciones o cualquier otro emolumento. 
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Expediente

     19001333100620110026401
Demandante
     JOSÉ ARLINSON BURITICA CAICEDO 
Demandado

     MUNICIPIO DEL PATÍA CAUCA
Acción

     NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO
SENTENCIA No.
I. OBJETO A DECIDIR
Decide la Sala el recurso de apelación interpuesto por la parte demandante contra la sentencia de treinta y uno (31) de marzo de dos mil catorce (2014) proferida por el Juzgado Sexto Administrativo de Descongestión del Circuito de Popayán, por medio de la cual se negaron las pretensiones de la demanda.

II. ANTECEDENTES

2.1. La demanda

JOSÉ ARLINSON BURITICA CAICEDO, en ejercicio de la acción de nulidad y restablecimiento instaurada en contra del Municipio de Patía - Cauca, pretende:

“PRIMERO: declárese la nulidad del acto administrativo contenido en el oficio SAF-12 del 04 de enero del 2010 (sic) que debe ser 2011 ya que da contestación a un derecho de petición del 01 de diciembre del 2010, que niega el incremento, la indexación a los honorarios que como ex concejal JOSÉ ARLINSON BURITICA CAICEDO, de condiciones civiles ya conocidas, al haberse liquidado con el sueldo simple del alcalde municipal de la época y no con el salario básico que incluye sueldo básico, viáticos, primas y bonificaciones en el periodo constitucional de los años 2004, 2005, 2006 y 2007 de esa municipalidad.
SEGUNDO: como consecuencia de la declaración anterior procédase a re liquidar y a pagar los honorarios del ex concejal JOSÉ ARLINSON BURITICA CAICEDO durante el periodo constitucional de los años 2004, 2005, 2006 y 2007 que se dejaron de reconocer y de pagar al hacerlo sobre el sueldo simple del alcalde municipal de la época del municipio de Patía y no sobre el salario básico que incluye sueldo básico, viáticos, primas y bonificaciones.”

2.2. Los hechos
Como fundamentos fácticos de las pretensiones, la parte demandante expuso, en síntesis, lo siguiente:

El señor JOSÉ ARLINSON BURITICA CAICEDO fue electo concejal del Municipio de Patía, Departamento del Cauca, para el periodo constitucional 2004 – 2007.

Que ejerció sus funciones de conformidad a lo dispuesto en la Constitución Política de 1991, por lo que en calidad de servidor público dentro de la denominación de miembros de Corporación Pública, tiene derecho al reconocimiento y pago de los honorarios por las sesiones plenarias ordinarias y extraordinarias que efectivamente se llevaron a cabo y a las que asistió, debiendo reconocérsele “como máximo” el 100% del salario diario que corresponde al alcalde.

La liquidación efectuada por la administración Municipal para los concejales en ejercicio y los ex concejales, entre ellos el señor JOSÉ ARLINSON BURITICA CAICEDO, “solo tuvo en cuenta el sueldo básico y no el salario básico del alcalde”, que lo constituye el sueldo básico, los viáticos, primas y bonificaciones como factores salariales.  

Por lo anterior, mediante petición de 1° de diciembre de 2010, el actor solicitó el reconocimiento del incremento y retroactivo de sus honorarios en los periodos legales del 2005, 2006 y de 2007; petición que la administración le contestó de manera negativa el cuatro de enero de 2010 (sic) –entendiendo que se trata del 2011-.

2.3. Las normas violadas y el concepto de violación

Como normas violadas señaló las siguientes:

De la Constitución Política los Artículos 29 y 228.
C.C.A Art. 86

Ley 446 de 1998 art. 59 y 65; parágrafo 2 del Art. 72, Art. 43, 86 y 31
Ley 136 de 1994 artículo  66 y 87, modificado por  el artículo 20 de la ley 617 del 2000

Ley 1148 de 2007 del artículo 7°.

Al desarrollar el concepto de violación aseveró:

Manifiesta que el debido proceso está consagrado en la Constitución y en el estatuto disciplinario, en donde se observan material y formalmente las normas que determinan la ritualidad del proceso en los términos que establezca la estructura y organización del Ministerio Público; por lo tanto, arguye que está siendo vulnerado el debido proceso, ya que el Municipio no ha aplicado en debida forma las normas mencionadas, en la medida que ha tomado para la liquidación de los honorarios de los concejales  únicamente el salario básico del Alcalde Municipal, omitiendo otras prestaciones que constituyen salario y consecuentemente generando un detrimento en el derecho del actor.   

Que en el Decreto 1042 de 1978 y la Ley 50 de 1990 se establecen los factores de los cuales se constituye un salario, los cuales no pueden ser excluidos por el legislador al momento de determinar que los honorarios del concejal se liquidan con el salario del alcalde y no con su sueldo básico. 

2.4. El recuento procesal
La demanda fue presentada el 07 julio de 2011
. Si bien fue inicialmente rechazada mediante auto de 02 de septiembre de 2011 por el Juzgado Sexto Administrativo del Circuito de Popayán
, dicho Despacho dejó sin efectos la decisión de rechazo, ordenando que se continuara con el trámite correspondiente
.
Previa cumplimiento de una orden de corrección, mediante auto de 12 de enero de 2012 finalmente se dispuso admitir la demanda
.
Debidamente notificada al Ministerio Público y a la entidad accionada
, el proceso estuvo fijado en lista por el término de 10 días contados a partir del 30 de julio de 2012
. 

Mediante auto de 28 de febrero de 2013, se abrió el proceso a pruebas por el término de sesenta (60) días
. Vencido este término se corrió traslado a las partes para que presentaran sus alegatos de conclusión
.
2.5. La contestación de la demanda
La parte demandada no contestó la demanda dentro del término procesal establecido.

2.6. La sentencia apelada

El Juzgado Sexto Administrativo de Descongestión del Circuito de Popayán, mediante sentencia del treinta y uno (31) de marzo de dos mil catorce (2014), resolvió:
“1.- NEGAR LAS PRETENSIONES DE NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO deprecadas por el actor, por los motivos expuestos en las consideraciones y fundamentos de esta sentencia.
2. No se condena en costas.

(…)” 
Luego de hacer alusión a pronunciamientos del Consejo de Estado en los cuales las demandas buscaban la nulidad del acto denegatorio de la reliquidación de los honorarios de los concejales con todos los emolumentos que devenga el Alcalde Municipal, la A quo concluyó lo siguiente:
“[E]ntonces, expuestas las consideraciones del consejo de estado sobre el salario del Alcalde con el cual se debe liquidar los honorarios de los concejales, resulta clara que al accionante no le asiste derecho alguno a la reliquidación de sus honorarios con la inclusión de los demás factores devengados por el Alcalde Municipal de Patía, pues tal como se indicó, la ley solamente hace alusión al salario básico diario del burgomaestre, lo que no incluye primas, vacaciones, auxilios de trasporte, alimentación, bonificaciones, etc.

Así las cosas, se negarán las pretensiones de nulidad del acto administrativo contenido en el oficio SAF-12 del 04 de enero de 2011, por cuanto la administración no ha incurrido en ilegalidad alguna en su pronunciamiento de fondo frente a la negativa de reliquidar los honorarios del ex Concejal JOSÉ ARLINSON BURITICA CAICEDO por los años 2004 a 2007, ya que se ha aplicado la ley y la jurisprudencia en la forma debida, liquidando los valores reconocidos como honorarios conforme al salario básico del Alcalde Municipal, sin la inclusión de otros factores devengados por el burgomaestre, situación que se ajusta a la norma consagrada en el artículo 20 de la ley 617 de 200 y a lo dispuesto y decidido por el Consejo de Estado en las providencias citadas y en las cuales se sustenta  la presente decisión”. 
2.7. El recurso de apelación

La parte actora apeló el fallo proferido por el Juzgado Sexto Administrativo de Descongestión del Circuito de Popayán, solicitando se acceda a las pretensiones de la demanda.
Afirmó que la jurisprudencia citada por la juez no tiene relación con el caso en concreto, pues, en primer término, la ponencia del Tribunal Administrativo del Cauca obedeció a la declaratoria del fenómeno de caducidad de la acción, donde no existió un análisis de fondo de la controversia; en segundo término, frente a los fallos del Consejo de Estado, sostuvo que si bien se hace mención a casos similares como el del Municipio de FLORIDABLANCA, en dichos pronunciamientos sólo se analizó lo referente a la Prima Técnica, dejando de lado los demás factores que constituyen un salario.
Manifiesta que se le debe incluir dentro del pago de honorarios todo lo que recibió el Alcalde como remuneración mensual o salario entre los años 2004 a 2007; que al tenor de los artículos 65 y 66 de la Ley 136 de 1994, artículo 7° de la Ley 1148 de 2007, el Decreto 1042 de 1978 y conforme lo ordena la Honorable Corte Constitucional en Sentencia C- 521 de 1995, los honorarios de los concejales y, en especial del hoy demandante, deben liquidarse con la inclusión de todos los factores y no únicamente con el salario básico.

Concluyó que realmente no se le había dado un estudio de fondo al caso en concreto, pues la parte demandada no controvirtió los hechos y el fallo proferido por el A quo transcribió jurisprudencia sin desvirtuar las pretensiones de la demanda, solicitando se revoque la sentencia de primera instancia y, en su lugar, se acceda a las pretensiones de la demanda.
2.8. Los alegatos en segunda instancia
Se dispuso correr traslado a las partes para que alegaran de conclusión y al Ministerio Público para que rindiera su concepto de fondo
. No obstante la parte actora guardó silencio en esta etapa procesal.
Por intermedio de apoderado, el municipio de Patía Cauca, argumentó que la vinculación de los concejales no corresponde a una legal y reglamentaria, de suerte que no tienen derecho al reconocimiento de prestaciones sociales. En otras palabras, que se había actuado conforme a derecho, aplicando la normatividad adecuada para los concejales que no tienen la calidad de funcionarios públicos, a quienes es imposible reconocerles valores diferentes en su liquidación de honorarios, so pena de incurrir en actuaciones ilegales que podrían derivar en un detrimento del tesoro público, más aun cuando nunca ha tenido el carácter de remuneración laboral, ni constituye derecho alguno para efectos de reconocimiento de prestaciones sociales.

2.9. El concepto del Ministerio Público

La Procuraduría 39 Judicial II Administrativa, manifestó la “imposibilidad de rendir concepto de fondo en tiempo oportuno, en consideración que el despacho no cuenta con el personal suficiente que permita realizar un estudio detenido de todos los procesos allegados en el término dispuesto en la ley”. 
III. CONSIDERACIONES DEL TRIBUNAL

3.1. La competencia

Por la naturaleza del proceso el Tribunal es competente para decidir el asunto en SEGUNDA INSTANCIA, al tenor de lo dispuesto en el artículo 133 del Código Contencioso Administrativo.

3.2. El ejercicio oportuno de la acción
En relación con la caducidad de la acción de nulidad y restablecimiento del derecho, el numeral 2º del artículo 136 del D.L. 01 de 1984
establece un término de 4 meses contados a partir del día siguiente a la comunicación, notificación ejecución o publicación del respectivo acto administrativo
. 
Dicho término, en el presente caso, se calcula a partir del día siguiente a la notificación de la respuesta a la petición elevada por el actor al Municipio de Patía -Cauca- en el mes de diciembre de 2010, pues no existe documento alguno que evidencie una fecha distinta en la que el actor haya conocido de la decisión de la administración. En otras palabras, al no contar con un acto administrativo anterior al que hoy se demanda - lo cual es indispensable a efectos de estudiar la caducidad de la acción-, esta Sala de decisión debe determinar el ejercicio oportuno de la acción a partir del oficio SAF-12 de 4 de enero de 2011.
Significando ello que el actor tenía plazo para demandar hasta el 5 de mayo del 2011. Este término fue interrumpido el 3 de mayo del 2011 con la solicitud de conciliación prejudicial presentada ante la procuraduría 73 judicial I para asuntos administrativos – faltándole 3 días para que finalizara el plazo de 4 meses-; dicho término se reanudó el 6 de julio del mismo año, fecha en la que se declaró fracasada la etapa de conciliación extrajudicial.

Así las cosas, teniendo en cuenta que la demanda se presentó al día siguiente a la culminación de la etapa de conciliación extrajudicial, es decir el 7 de julio de 2011, se entiende que se efectuó dentro del término procesal término procesal establecido en el artículo 136-2 del D.L. 01 de 1984.
3.3. Lo probado en el proceso

· Petición radicada el 1º de diciembre de 2010 por parte del ex concejal JOSÉ ARLINSON BURITICA CAICEDO ante la Alcaldía Municipal del Patía – Cauca:

“…
HECHOS

1.  Fui electo Concejal del Municipio del Patía, Departamento del Cauca, para el periodo constitucional 2004-2007,

2.  En virtud de tal investidura ejercí actos civiles y políticos de conformidad con lo preceptuado en el numeral 1 del artículo 40 de la Constitución Política de 1.991.

3.  En mi calidad de servidor público dentro de la denominación miembro de Corporación Pública, tengo derecho al reconocimiento y pago por las sesiones plenarias ordinarias y extraordinarias que efectivamente se lleven a cabo y a las que asista.

4.  En este sentido, el párrafo primero del artículo 65 de la Ley 136 de 1.994, establece taxativamente: “Los miembros de los concejos de las entidades territoriales tienen derecho a reconocimiento de honorarios por la asistencia comprobada a las sesiones plenarias.
5. Corolario de lo anterior, el artículo 66 de la Ley 136 de 1.994, modificado por el artículo 20 de la ley 617 de 2.000 y por el artículo 7 de la ley 1148 de 2007, ordena que los honorarios por cada sesión a que asistan los concejales serán como máximo el equivalente al ciento por ciento (100%) del SALARIO diario que corresponda al respectivo alcalde.
6.  A su vez el artículo 20 de la ley 617 de 2000, remite igualmente al contenido del artículo 66 de la ley 136 de 1.994, es decir, el precepto indicado en el numeral que antecede.

7.  Para efectos de la liquidación de los honorarios de los Concejales en ejercicio y de aquellos que fuimos concejales en periodos pasados, la Administración Municipal, sólo tuvo en cuenta, al momento de la liquidación del presupuesto de honorarios, el sueldo básico o asignación básica mensual del Alcalde autorizado mediante acuerdo municipal, dejando por fuera los gastos de representación o viáticos, primas del Alcalde y demás factores salariales, hecho que generó una descompensación en mis ingresos por sesión plenaria asistida y vulnera directamente mi derecho a la igualdad en relación con los demás concejales del país.

8.  Me liquidaron mis honorarios solamente con el 100% del sueldo básico legal diario que devenga el Alcalde, sin que se incluyese el 100% de los gastos de representación o viáticos, primas y bonificaciones habituales, que se le hayan cancelado al señor Alcalde durante su periodo constitucional.

9. El derecho a la igualdad contemplado en el artículo 13 del estatuto constitucional ordena literalmente: Todas las personas nacen libres e iguales ante la ley, recibirán de la misma protección y trato de las autoridades y gozarán de los derechos, libertades y oportunidades sin ninguna discriminación por razones de sexo, raza, origen nacional o familiar, lengua, religión, opinión política o filosófica. El Estado promoverá las condiciones para que la igualdad sea real v efectiva v adoptará medidas a favor de grupos discriminados o marginados.
10. La Ley 50 de 1990 y el Decreto 1042 de 1978 en su artículo 42 establece que el salario está constituido por unos factores como son los gastos de representación, las primas, las bonificaciones, etc., factores que en ningún momento son excluidos por el legislador al momento de determinar que los honorarios de los Concejales se liquidan con el SALARIO del alcalde y no con su sueldo básico únicamente, como lo interpreta el municipio.
11.  La sala plena de la Honorable Corte Constitucional en sentencia C-521 de 1995 ha definido que constituye salario “todo lo que reciba el trabajador en dinero o en especie como contraprestación o retribución directa y onerosa del servicio", en tales circunstancias a los concejales se nos debió incluir, al hacemos la liquidación de honorarios, todo lo recibido por el alcalde como contraprestación onerosa de su trabajo.
12. En tal sentido se han venido pronunciando varias instancias judiciales como el tribunal del Quindío mediante sentencia 003-2008-088 del 28 de julio de 2008, al fallar una acción de nulidad y restablecimiento del derecho impetrada por un concejal del periodo 2001- 2003, el cual en la página diez y ocho (18) al definir sobre si la liquidación del concejal fue acorde con la normatividad vigente, expresó: ”De acuerdo con lo anterior, no hay duda para el Tribunal que constituye salario diario del Alcalde todo pago recibido por éste como retribución por el servicio prestado, que constituya un ingreso personal del funcionario y que sea habitual o periódico; por lo que, concluye la Corporación, que la noción de salario diario, no se puede circunscribir a la asignación básica mensual y los gastos de representación establecidos por el Gobierno, pues como lo ha dejado precisado la jurisprudencia atrás transcrita, debe comprender todas las otras sumas que reciben de manera habitual y que están consagradas en el art 42 del citado decreto 1042 de 1978..."
13.  Termina el tribunal estableciendo "en virtud de lo discurrido, es criterio de la sala, que para efectos de la liquidación de los honorarios del señor, en su calidad de concejal del Municipio de Calarla, debe tenerse en cuenta, el cien por ciento (100%) del salario diario del Alcalde con todos los factores salariales percibidos por éste.”
14. Sobre esta materia, el Juzgado Promiscuo Municipal de Sampués- El Roble Sucre, producto de una acción de tutela interpuesta por los concejales y ex concejales de ese municipio, dentro del expediente No. 2008-00210-00 y fallada el día 11 de julio de 2008, ordenó: “En cuanto al derecho a la igualdad, tenemos que el artículo 20 de la ley 617 de 2000 que modificó el artículo 66 de la ley 136 de 1.994, estableció que los honorarios por cada sesión a que asistan los concejales será como máximo el equivalente al cien por ciento del salario diario que corresponde al respectivo alcalde.
15. Dice el Juez de tutela: Siendo ello así al hacer el correspondiente juicio de razonabilidad se tiene que para liquidar el valor de los honorarios por sesión de los concejales deben INCLUIRSE TODOS LOS EMOLUMENTOS QUE POR CONCEPTO DE SALARIO DEVENGAN LOS ALCALDES. ES ASI QUE COMO QUIERA QUE EN EL SUB LITE NO SE ENCUENTRA DEMOSTRADO QUE A LOS ACCIONANTES SE LES HAYA LIQUIDADO Y CANCELADO LOS RESPECTIVOS HONORARIOS TENIENDO EN CUENTA TODOS LOS EMOLUMENTOS QUE INTEGRAN EL SALARIO DEL SEÑOR ALCALDE, ENTRE ELLOS LOS GASTOS DE REPRESENTACION. POR LO QUE HA DE CONCEDERSE EL AMPARO SOLICITADO. POR CUANTO SI LA BASE PARA LIQUIDAR LOS HONORARIOS POR SESION ES EL 100% DEL SALARIO DIARIO DEL ALCALDE DICHA BASE DEBE INCLUIR TODO LO QUE ESTE RECIBA COMO CONTRAPRESTACION DIRECTA DEL SERVICIO QUE PRESTA. ES DECIR. NO SOLO LA ASIGNACION BASICA MENSUAL SINO TAMBIEN LOS RESPECTIVOS GASTOS DE REPRESENTACION O VIATICOS. (Subrayado fuera de texto).
16. Que en concepto expedido por la Federación Nacional de Concejos, se desarrolló el tema de la liquidación de los Honorarios de los Concejales, soportando tal concepto en sentencias del Consejo de Estado y de la Corte Constitucional, en donde se concluye que además del sueldo básico del alcalde, deben incluirse otros factores salariales al momento de la liquidación de los honorarios de los concejales.
17. Así mismo los Tribunales del país están amparando este derecho, los Concejales no estamos actuando de manera caprichosa, simplemente estamos reclamando un liquidación justa de nuestros honorarios. El Gobierno Nacional, consciente de que los concejales tiene derecho a reclamar la reliquidación de sus honorarios y para evitar estas demandas en un futuro, radicó en el Congreso de la República un proyecto de ley que busca cambiar la forma de liquidar los honorarios de los Concejales, ya no teniendo en cuenta el salario diario del alcalde sino el salario diario mínimo legal vigente.
18. En la exposición de motivos de ese proyecto de ley, el gobierno nacional expresa textualmente: "Jueces y Tribunales han reconocido, en procesos administrativos y mediante amparos de tutela, pretensiones que se centran en la liquidación de honorarios de Concejales que incluyen factores prestacionales de los Alcaldes”, estos motivos que dieron origen al proyecto de ley fortalece de una u otra forma el derecho que tienen los concejales a su reliquidación, toda vez que el mismo gobierno nacional ha expresado su preocupación por las decisiones de los jueces que siendo legales y ajustadas a derecho, están afectando las finanzas municipales.

PETICIÓN

1.  De conformidad con los anteriores argumentos de hecho, de derecho y jurisprudenciales, me permito con todo respeto señor Alcalde, solicitarle se efectúe la reliquidación de mis honorarios generados por la asistencia comprobada a sesiones plenarias del periodo constitucional años, 2004, 2005, 2006, y 2007, toda vez que no se tuvieron en cuenta todos los factores contemplados en la ley para tales efectos.

2.  Solicito igualmente señor alcalde, que se ordene el pago a mi favor del valor correspondiente a la reliquidación de mis honorarios.

3.  Sírvase informarme, dado el caso en que mi petición sea negada, las razones de hecho y de derecho que motivan su negación, por cuanto de ser este el resultado de mi petición, acudiré a las instancias judiciales y de tutela para que se me ampare mi derecho a la igualdad respecto a los demás concejales del país.”

· Respuesta al derecho de petición con fecha del 4 de enero del 2011
, por parte de la Alcaldía Municipal de Patía el Bordo Cauca:
“En atención a su petición de Diciembre 01 de 2010, con todo respeto me permito realizar las siguientes consideraciones:

De acuerdo a lo establecido en el artículo 7o de la Ley 1148 de 2007, "El artículo 66 de la Ley 136 de 1994 modificado por el artículo 20 de la Ley 617 de 2000, quedará así:

Artículo 66. Causación de honorarios. Los honorarios por cada sesión a que asistan los concejales serán como máximo el equivalente al ciento por ciento (100%) del salario diario que corresponde al respectivo alcalde..."

En cuanto a los elementos que integran el salario del Alcalde, de conformidad con lo establecido en el artículo 87 de la Ley 136 de 1994 serán:

Asignación básica + Gastos de Representación)

Lo cual indica que se debe tomar la asignación básica mensual más los gastos de representación para calcular el valor de los honorarios de los concejales; para el caso de nuestro Municipio el Alcalde no tiene gastos de representación.

Según concepto del Departamento Administrativo de la Función Pública Radicado 11593-06, “...No es procedente tener en cuenta otros elementos de salario así como prestaciones sociales del Alcalde para efectos de reconocimiento de honorarios por no estar consagrados en las normas que regulan la materia..." de la misma forma se expresa en el concepto del DAFP radicado 709.03.

Retomando el artículo 7o de la Ley 1148 que modifica el artículo 66 de la Ley 136 de 1994 modificado por el artículo 20 de la Ley 617 de 2000: "... Cuando el monto máximo de ingresos corrientes de libre destinación que el distrito o municipio puede gastar en el concejo, sea inferior al monto que de acuerdo con el presente artículo y la categoría del respectivo municipio se requeriría para pagar los honorarios de los concejales, éstos deberán reducirse proporcionalmente para cada uno de los concejales, hasta que el monto a pagar por ese concepto sume como máximo el límite autorizado en el artículo décimo de la presente ley..."

Teniendo en cuenta lo anterior quiero darle a conocer la siguiente situación:

El Presupuesto definitivo del Honorable Concejo Municipal para la vigencia fiscal 2007, fue de $107.088.752,00, correspondientes a $78.942.951,00 por honorarios y $28.145.801,00 para los gastos personales, contribuciones inherentes a la nómina y gastos generales del Concejo Municipal, se adicionaron además $2.563.260,00 para honorarios, con lo cual el valor máximo de los gastos de los Concejos, autorizado por el artículo 10 de la Ley 617 de 2000 quedó en su límite.

Teniendo en cuenta las anteriores consideraciones me permito dar respuesta a su Derecho de Petición de la siguiente forma:

Al Punto Primero: No es posible realizar el incremento y pago de nivelación de honorarios ni retroactivo de los años 2005, 2006 y 2007 en su calidad de ex concejal del Municipio de Patía Cauca toda vez que para el pago de los honorarios se debe tener en cuenta la asignación básica mensual (Artículo 87 de La Ley 136 de 1994) que corresponde al salario del Sr. Alcalde más los gastos de representación (que en este Municipio no se reconocen), los conceptos como cesantías, primas entre otras están considerados como prestaciones sociales y no como salario.

Al Punto Segundo: Por lo expuesto en el artículo primero el Municipio no podrá reconocer indexación ni intereses moratorios en su calidad de ex concejal del Municipio de Patía.”
· Certificado de los valores reconocidos y pagados por concepto de honorarios al señor JOSÉ ARLINSON BURITICA CAICEDO, por las sesiones a las que asistió entre los años 2004 a 2007.

3.4. El asunto materia de debate

La jurisprudencia del Tribunal Supremo de la Jurisdicción Contencioso Administrativa, ha reiterado que la competencia del Ad quem se encuentra estrictamente limitada a los argumentos que exponen las partes en el respectivo recurso de apelación; de suyo que no puede abarcarse un estudio completo o total del proceso, sino circunscribir su análisis a desatar los planteamientos señalados en la alzada.

Así, la parte actora planteó en la alzada que debía revocarse la sentencia de primera instancia para, en su lugar, reconocer las pretensiones de la demanda, básicamente señalando que deben reliquidarse los honorarios reconocidos con la inclusión, no solo del salario básico, sino con todos los emolumentos o remuneración mensual -primas, bonificaciones, etc.-, que recibió como salario el señor Alcalde del Municipio de Patía - Cauca, durante el mismo período que el demandante fungió como concejal.

3.5. El juicio de la Sala   
Corresponde a la Sala determinar si al señor JOSÉ ARLINSON BURITICA se le debe realizar la reliquidación de los honorarios con la inclusión de todos los factores recibidos por el alcalde del Municipio de Patía - Cauca en el período constitucional de los años 2004, 2005, 2006 y 2007 -como sueldo básico, viáticos, primas y bonificaciones-, anualidades en las cuales se desempeñó como concejal de dicho ente territorial.

La entidad demandada negó el derecho reclamado, al considerar que para el pago de los honorarios se debía tener en cuenta únicamente la asignación básica mensual del alcalde (Artículo 87 de La Ley 136 de 1994), la cual corresponde al salario básico más los gastos de representación (estos últimos no reconocidos en el referido Municipio).
El artículo 123 de la Constitución Política determina que los miembros de la Corporaciones Públicas son servi​dores públicos que están al servicio del Estado y de la comunidad y que ejercen sus funciones “en la forma prevista en la Constitución, la ley y el reglamento”. 

A su vez, el artículo 312 Constitucional
, define los Concejos Municipales como corporaciones político-administrativas elegidas popularmente, integradas por no menos de 7 concejales ni más de 21, dependiendo del número de habitantes de cada municipio. La misma normativa establece que los concejales “no tendrán la calidad de empleados públicos” y en los casos en que la Ley lo determine podrán percibir honorarios por la asistencia a sesiones.

La Ley 136 de 1994
, por medio de la cual se dictan normas tendientes a modernizar la organización y el funcionamiento de los Municipios, determinó que tendrán derecho al pago de honorarios por la asistencia comprobada a las sesiones plenarias, a un seguro de vida y a la atención médico-asistencial personal, vigente en la respectiva localidad para los servidores públicos municipales
.

El texto del artículo 66 de la Ley 136 de 1994
, modificado por la Ley 617 de 2000 -antes de la modificación hecha por las Leyes 1148 de 2007
 y 1368 de 2009
-, establecía lo siguiente:

“Artículo 66.- Causación de honorarios. Los honorarios por cada sesión a que asistan los concejales serán como máximo el equivalente al ciento por ciento (100%) del salario diario que corresponde al respectivo alcalde.

En los municipios de categoría especial, primera y segunda se podrán pagar anualmente hasta ciento cincuenta (150) sesiones ordinarias y hasta treinta (30) extraordinarias al año. No se podrán pagar honorarios por prórrogas a los períodos ordinarios.

En los municipios de categorías tercera a sexta se podrán pagar anualmente hasta setenta (70) sesiones ordinarias y hasta doce (12) sesiones extraordinarias al año. No se podrán pagar honorarios por otras sesiones extraordinarias o por las prórrogas.

A partir del año 2007, en los municipios de categoría tercera se podrán pagar anualmente hasta setenta (70) sesiones ordinarias y hasta doce (12) sesiones extraordinarias al año. En los municipios de categoría cuarta se podrán pagar anualmente hasta sesenta (60) sesiones ordinarias y hasta doce (12) sesiones extraordinarias al año. En los municipios de categorías quinta y sexta se podrán pagar anualmente hasta cuarenta y ocho (48) sesiones ordinarias y hasta doce (12) sesiones extraordinarias al año. No se podrán pagar honorarios por otras sesiones extraordinarias o por las prórrogas.

Cuando el monto máximo de ingresos corrientes de libre destinación que el distrito o municipio puede gastar en el concejo, sea inferior al monto que de acuerdo con el presente Artículo y la categoría del respectivo municipio se requeriría para pagar los honorarios de los concejales, éstos deberán reducirse proporcionalmente para cada uno de los concejales, hasta que el monto a pagar por ese concepto sume como máximo el límite autorizado en el Artículo décimo de la presente ley.”

De acuerdo a la norma vigente para la fecha en que el señor BURITICA CAICEDO inició su período como concejal del Municipio de Patía Cauca, se tiene que “Los honorarios por cada sesión a que asistan los concejales serán como máximo el equivalente al ciento por ciento (100%) del salario diario que corresponde al respectivo alcalde”.

Ahora bien, el artículo 87 de la Ley 136 de 1994, establecía claramente que la asignación del alcalde, correspondía de manera específica tanto al salario básico como los gastos de representación, esto es, que no incluía primas, bonificaciones, ni otro emolumento distinto a los ya enunciados:

“Los Concejos señalarán las asignaciones de los alcaldes de acuerdo con los siguientes criterios.

1. En los municipios clasificados en categoría especial, asignarán un salario entre veinte (20) y veinticinco (25) salarios mínimos legales mensuales.

2. En los municipios clasificados en primera categoría, asignarán entre quince (15) y veinte (20) salarios mínimos legales mensuales.

3. En los municipios clasificados en segunda categoría, asignarán entre doce (12) y quince (15) salarios mínimos legales mensuales.

4. En los municipios clasificados en tercera categoría, asignarán entre diez (10) y doce (12) salarios mínimos legales mensuales.

5. En los municipios clasificados en cuarta categoría asignarán entre ocho (8) y diez (10) salarios mínimos legales mensuales.

6. En los municipios clasificados en quinta categoría, asignarán entre seis (6) y ocho (8) salarios mínimos legales mensuales.

7. En los municipios clasificados en sexta categoría, asignarán entre tres (3) y un máximo de seis (6) salarios mínimos legales mensuales.

PARÁGRAFO 1o. La asignación a que se refiere el presente artículo corresponde tanto al salario básico como a los gastos de representación. Las categorías de salarios aquí señaladas tendrán vigencia a partir del 1o de enero de 1994.

PARÁGRAFO 2o. En ningún caso los alcaldes devengarán, para 1994, un salario inferior al que percibían en el año 1993.”
El anterior artículo fue declarado inexequible mediante sentencia C-510 de 1999, en la que se estableció que el legislador se había excedido en sus competencias al determinar los salarios mínimos y máximos que podía percibir el alcalde, pues dicha competencia era privativa del Gobierno Nacional.

Sin embargo, en los respectivos decretos que profirió el ejecutivo para regular año a año los límites máximos salariales de los Gobernadores y Alcaldes, así como para dictar disposiciones en materia prestacional, se continuó precisando que el salario del alcalde correspondía únicamente a la asignación básica y a los gastos de representación. Ello se puede extraer del contenido de los decretos durante los años en los cuales el señor BURITICA CAICEDO fungió como concejal -así como en los anteriores y posteriores a dicho período-: Decretos Nos 3574 de 2003
, 4176 de 2004
, 940 de 2005
, 397 de 2006
, 626 de 2007
 y el 666 de 2008
. 
Así, pues, itera la Sala que a los concejales se les retribuye su asistencia comprobada a sesiones plenarias a través la figura de honorarios, los cuales no tienen el carácter de remuneración laboral, pues la función de concejal no conlleva legalmente al reconocimiento de prestaciones sociales; todo esto en razón a que no existe un vínculo laboral ni tampoco una relación legal y reglamentaria con el Estado, de naturaleza semejante a la de un empleado público o trabajador estatal.

Aunado a lo anterior, incluso se puede observar que los honorarios reconocidos a los concejales, no hacen parte de la nómina mensual de salarios, de suerte que no deben ser tenidos en cuenta para la liquidación de aportes parafiscales
.

De conformidad con los Decretos que fijaron los límites máximos salariales de los Gobernadores y Alcaldes –que según se vio ya había sido planteado en el artículo 87 de la Ley 136 de 1994- se entiende por salario de los alcaldes: el salario básico y los gastos de representación. De suerte que no podría hablarse de la inclusión de otros factores distintos a los expresamente indicados. Además, en el presente asunto no se logra demostrar que el Alcalde del Municipio de Patía recibiera suma alguna por gastos de representación.

En otras palabras, la liquidación de los honorarios recibidos por los concejales se debe realizar con el salario del alcalde, entendido como la asignación básica y los gastos de representación, tal y como lo dispone la normativa que rige la materia, sin que pueda entenderse la obligación de incluir los viáticos, primas y bonificaciones como lo solicita la parte actora, máxime que el régimen establecido para aquellos -los concejales- es distinto del previsto para los funcionarios que integran las plantas de personal de los municipios. En virtud de ello, se itera, los concejales no son empleados de la administración municipal, pues laboralmente no forman parte de la nómina de funcionarios del ente territorial.

El H. Consejo de Estado, frente a la reliquidación de los honorarios de los concejales, en sentencia de 6 de octubre de 2005 explicó lo siguiente
:

“…Las anteriores disposiciones resultan suficientemente claras al señalar que el reconocimiento económico que se hace a concejales, por asistir a sesiones ordinarias o extraordinarias de manera comprobada, no tendrá (i) el carácter de remuneración laboral (ii) ni constituye derecho alguno para efectos de reconocimiento de prestaciones sociales. 

En tratándose del reconocimiento y pago de honorarios a concejales, conforme a las normas antes transcritas, la situación jurídica que da origen a ese derecho se concreta o materializa con la asistencia a las respectivas sesiones plenarias y a las de las comisiones permanentes que tengan lugar en días distintos a los de aquellas. Ahora, a los miembros de las corporaciones administrativas locales - concejos - se les reconoce honorarios atendiendo el salario básico percibido por el alcalde y de acuerdo a la categoría a la que pertenezca el municipio, esto es, conforme al porcentaje determinado en la ley. 

Obsérvese que las citadas disposiciones no se refieren, en manera siquiera alguna, a la remuneración mensual percibida por el alcalde, para efectos de liquidación de honorarios de los concejales, sino a la sola asignación básica, razón por la que no puede incluirse, sin que exista norma legal que lo autorice, los gastos de representación o la prima técnica, o cualquier otro factor que conforme aquella remuneración...”
 
En dicha providencia se negaron las pretensiones de la demanda bajo el entendido de que los concejales no pueden aspirar a que sus emolumentos sean proporcionales a la remuneración mensual de los alcaldes, esto es, que no pueden incluírseles como factores para liquidar sus honorarios, conceptos como la prima técnica, viáticos y bonificaciones, en tanto éstos no hacen parte del salario básico del alcalde -asignación básica y gastos de representación-.
Incluso, en reciente pronunciamiento del Tribunal Supremo de la Jurisdicción Contencioso Administrativa, en donde se analizó la nulidad de un acto expedido por el Concejo Municipal de Turbo, en el que con efectos retroactivos ordenaba la reliquidación de los honorarios de los miembros de esa corporación con la inclusión de factores distintos a la asignación básica y los gastos de representación del alcalde, el Consejo de Estado reiteró la posición arriba expuesta, precisando para ello lo siguiente
:
“…De lo hasta aquí señalado, y retomando lo atinente a la liquidación de los honorarios reconocidos a los concejales en vigencia del texto del artículo 66 de la Ley 136 de 1994 aplicable al caso; la Sala observa que la parte demandada incurre en un evidente desatino al sugerir que la equivalencia a “salario”, referida en la norma, implica que este concepto del derecho laboral sea extensible a la remuneración de aquellos, con el efecto de incluir en su cuantificación emolumentos que no les conciernen.

Sobre la liquidación del monto de honorarios de concejal, previsto en la normativa señalada, vale la pena traer a colación Jurisprudencia de la Sección Segunda de esta Corporación
, en la que se precisa lo siguiente:

“La Constitución Política de 1991 en relación con los Concejales, determinó que “no tendrán la calidad de empleados públicos” pero percibirán honorarios por la asistencia a las sesiones, en los casos que la ley determine, y su vinculación en cualquier empleo público constituirá falta absoluta. La Ley 136 de 1994, por medio de la cual se dictan normas tendientes a modernizar la organización y el funcionamiento de los Municipios, determinó que lo Concejales Municipales tendrán derecho al pago de honorarios por la asistencia comprobada a las sesiones plenarias, así como también a un seguro de vida y a la atención médico-asistencial personal, vigente en la respectiva localidad para los servidores públicos municipales. Los honorarios “no tendrán efecto legal alguno con carácter de remuneración laboral ni derecho al reconocimiento de prestaciones sociales”, y se calcularán, por sesión, sobre el valor del salario básico diario que corresponde al alcalde respectivo, en el porcentaje y número de sesiones máximas que corresponda según la categoría del Municipio.” (Subrayado y negrilla fuera de texto)

En otra Jurisprudencia de la misma Sección
 se indica:

El artículo 312 de la Carta Política, para el caso de los Concejales, dispuso que la Ley podría determinar los casos en los que surge el derecho al reconocimiento de honorarios por su asistencia a sesiones. En desarrollo de la norma constitucional referida, fue proferida la Ley 136 de 1994, la cual dispuso, para la época en que el demandante se desempeñó como concejal, respecto del pago de honorarios, lo siguiente: (…). De acuerdo con lo anterior, el pago de honorarios no tiene carácter de remuneración laboral, ni constituye derecho alguno para efectos de reconocimiento de prestaciones sociales. Ahora bien, esta Corporación en anterior oportunidad determinó mediante sentencia de 6 de octubre de 2005, proferida dentro del proceso # 4281-04, el marco del pago de honorarios a Concejales, argumentos que se permite la Sala acoger para resolver la controversia aquí planteada, pues resulta similar a la expuesta en esa oportunidad. De acuerdo con lo anterior, es claro que los honorarios de los concejales deben liquidarse sobre el salario básico del alcalde y no sobre la remuneración mensual, para el caso que ocupa a la Sala, sin inclusión de la prima técnica…” (Subrayado y negrilla fuera de texto)

Es claro, entonces, que el pretender liquidar rubros que no integran el concepto de honorario en el acto acusado, comporta el que éste devenga contrario a derecho, al efectuar una lectura de la norma que no corresponde a la noción de salario básico del Alcalde, referenciada legalmente para efectos de su cálculo. Así, y para mayor claridad se transcribe el siguiente aparte de los considerandos de la Resolución 032 de 2002:

“Que el precitado profesional del derecho en su petición argumenta que de conformidad con varios conceptos que anexa, entre otros, el procedente de la función pública con radicado No. 006850, el concepto Nro. 1621 de la Oficina Jurídica del Ministerio de Gobierno, todos ellos coincidentes en el sentido que la determinación de los componentes que integran el salario de los funcionarios como es el del alcalde, es asunto atribuido a la ley así para efectos de liquidación de prestaciones tales como las cesantías, vacaciones, bonificaciones, antigüedad, primas e indemnizaciones; las normas determinan que componentes de los factores salariales se toman para cada una de ellas (…) Que no hay duda que las sesiones de los concejales del municipio de Turbo fueron liquidadas deficientemente, pues en ellas no se computaron los factores que integran el salario tal como lo plantea el peticionario en la tabla de reliquidación que anexa a su escrito…” (Subrayado fuera de texto)

En este orden, se reitera, la Mesa Directiva del Concejo Municipal de Turbo vulneró el orden jurídico al ordenar el pago de prestaciones sociales evidentemente improcedentes, a lo que se agrega que los conceptos jurídicos referidos en la Resolución demandada no cuentan con la facultad de soportar su legalidad, al no ser de obligatorio cumplimiento, en virtud de lo dispuesto en el artículo 25 del C.C.A. Ahora, para la Sala un indicativo de que tales prestaciones no hacen parte de la remuneración cuestionada, se halla en que el artículo 65 reconoce a los concejales, de manera independiente al pago en comento, el derecho a la atención médico asistencial y a un seguro de vida, como beneficios llamados a compensar la exclusión prestacional señalada.” (Destaca la Sala)
Si bien la parte actora manifestó en su alzada que la jurisprudencia citada por el A quo se refería de manera exclusiva a la inclusión de la prima técnica como factor para liquidar los honorarios de los concejales y, por tanto, no era aplicable al caso concreto, la Sala discrepa de dicha posición, pues al igual que los otros factores que se solicitan en la acción instaurada, la referida prima no se encuentra incluida en el concepto de asignación básica, ni gastos de representación; razón por la cual los pronunciamientos citados coinciden con la posición de esta Corporación, en el sentido de que no tienen vocación de prosperidad las pretensiones de la demanda. 
Conforme a lo anterior, la Sala procederá a confirmar la sentencia de primera instancia, en tanto se negaron las pretensiones formuladas por la parte actora. 
IV. DECISIÓN 

En mérito de lo expuesto, el TRIBUNAL CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO DEL CAUCA, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

R E S U E L V E

PRIMERO.- CONFIRMAR la sentencia de treinta y uno (31) de marzo de dos mil catorce (2014) proferida por el Juzgado Sexto Administrativo de Descongestión del Circuito de Popayán.
SEGUNDO.- REMITIR el expediente al Despacho que le correspondiere seguir conociendo del presente asunto, previas las anotaciones de rigor.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Se hace constar que el proyecto de esta providencia fue considerado y aprobado por el Tribunal en sesión de la fecha.

Los Magistrados,

PEDRO JAVIER BOLAÑOS ANDRADE     
MAGNOLIA CORTES CARDOZO
TULIO ENRIQUE MOSQUERA GUEVARA
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� “2. La de restablecimiento del derecho caducará al cabo de cuatro (4) meses contados a partir del día siguiente al de la publicación, notificación, comunicación o ejecución del acto, según el caso. Sin embargo, los actos que reconozcan prestaciones periódicas podrán demandarse en cualquier tiempo por la administración o por los interesados, pero no habrá lugar a recuperar las prestaciones pagadas a particulares de buena fe.”
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� Criterio adoptado por la Sala Plena de la Sección Tercera en providencia de 9 de febrero de 2012, expediente 21.060, C.P. Mauricio Fajardo Gómez. Así mismo reiterado, entre otras, por la Sección Tercera- Subsección C, Consejero ponente: Enrique Gil Botero, sentencias de 11 de julio de 2013, Radicación número: 19001-23-31-000-2001-00757-01(31252) y Radicación número: 05001-23-31-000-1995-01939-01 (30.424), entre otras. En esta última se refirió que “…Previo a decidir, debe precisarse que conforme lo ha señalado la Sala Plena de la Sección Tercera del Consejo de Estado�, la competencia del juez de segunda instancia está limitada a los motivos de inconformidad que expresen los recurrentes en sus escritos de apelación, de allí que, en el asunto sub examine esta Subsección se restringirá a los argumentos señalados por las partes, en sus recursos...”.	





� En cada municipio habrá una corporación político-administrativa elegida popularmente para períodos de cuatro (4) años que se denominará concejo municipal, integrado por no menos de 7, ni más de 21 miembros según lo determine la ley de acuerdo con la población respectiva. Esta corporación podrá ejercer control político sobre la administración municipal.





La ley determinará las calidades, inhabilidades, e incompatibilidades de los concejales y la época de sesiones ordinarias de los concejos. Los concejales no tendrán la calidad de empleados públicos.





La ley podrá determinar los casos en que tengan derecho a honorarios por su asistencia a sesiones.





Su aceptación de cualquier empleo público constituye falta absoluta.





� Artículo 68. Los concejales tendrán derecho durante el período para el cual han sido elegidos, a un seguro de vida equivalente a veinte veces del salario mensual vigente para el alcalde, así como a la atención médico-asistencial a que tiene derecho el respectivo alcalde. Para estos efectos, los concejos autorizarán al alcalde para que se contrate con cualquier compañía de seguros legalmente autorizada, el seguro previsto en este artículo. 





� Artículo  65º.- Reconocimiento de derechos.  � HYPERLINK "http://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=14925" \l "0" �Reglamentado parcialmente por el Decreto Nacional 3171 de 2004�. Los miembros de los concejos de las entidades territoriales tienen derecho a reconocimiento de honorarios por la asistencia comprobada a las sesiones plenarias.





Así mismo, tienen derecho, durante el período para el cual fueron elegidos, a un seguro de vida y a la atención médico-asistencia personal, vigente en la respectiva localidad para los servidores públicos municipales.





Las resoluciones que para efecto de reconocimiento de honorarios expidan las mesas directivas de los concejos, serán publicadas en los medios oficiales de información existentes en el respectivo municipio o distrito. Cualquier ciudadano o persona podrá impugnarlas, y la autoridad competente, según el caso, dará curso a la investigación o proceso correspondiente.





Parágrafo.- Los honorarios de que trata este artículo se causarán a partir del 1 de enero de 1994





� En su texto original establecía lo siguiente:





“Causación de honorarios.  El pago de honorarios a los concejales se causará durante los períodos de sesiones ordinarias y extraordinarias que celebren estas corporaciones, y no tendrán efecto legal alguno con carácter de remuneración laboral ni derecho al reconocimiento de prestaciones sociales.”





� El Artículo 7 de dicha ley modificó el artículo 66 de la Ley 136 de 1994, modificado por el artículo 20 de la Ley 617 de 2000, en relación con la liquidación de honorarios.





� Artículo 1, modificó el artículo 66, en cuanto a la base de liquidación de honorarios según la categoría del Municipio.


� “…5.7. Sin embargo, surge un interrogante ¿podía el legislador establecer directamente los salarios mínimos y máximos que puede devengar la primera autoridad municipal, tal como lo hizo en el artículo 87 demandado?


Esta Corporación, teniendo como referente lo que se explicó en el acápite cuarto de esta providencia sobre la competencia de los distintos órganos para fijar el régimen salarial y prestacional de los empleados públicos del orden territorial, observa que el legislador, en el precepto demandado, excedió su competencia al señalar los salarios mínimos y máximos que podía devengar la primera autoridad municipal, por cuanto se arrogó una competencia privativa del Gobierno Nacional…”.





� “Artículo 1°. El monto máximo que podrán autorizar las Asambleas Departamentales y los Concejos Municipales y Distritales como salario mensual de los Gobernadores y Alcaldes estará constituido por la asignación básica mensual y los gastos de representación y en ningún momento podrá superar el límite máximo salarial mensual, fijado en el presente decreto.


El salario mensual de los Contralores y Personeros Municipales y Distritales no podrá ser superior al cien por ciento (100%) del salario mensual del Gobernador o Alcalde.”





� “Artículo 1º. El monto máximo que podrán autorizar las Asambleas Departamentales y los Concejos Municipales y Distritales como salario mensual de los Gobernadores y Alcaldes estará constituido por la asignación básica mensual y los gastos de representación y en ningún momento podrán superar el límite máximo salarial mensual, fijado en el presente decreto.


El salario mensual de los Contralores y Personeros Municipales y Distritales no podrá ser superior al ciento por ciento (100%) del salario mensual del Gobernador o Alcalde.”


� “Artículo 1°. El monto máximo que podrán autorizar las Asambleas Departamentales y los Concejos Municipales y Distritales como salario mensual de los Gobernadores y Alcaldes estará constituido por la asignación básica mensual y los gastos de representación y en ningún caso podrá superar el límite máximo salarial mensual, fijado en el presente decreto.


El salario mensual de los Contralores y Personeros Municipales y Distritales no podrá ser superior al ciento por ciento (100%) del salario mensual del Gobernador o Alcalde.”





� “Artículo 1°. El monto máximo que podrán autorizar las Asambleas Departamentales y los Concejos Municipales y Distritales como salario mensual de los Gobernadores y Alcaldes estará constituido por la asignación básica mensual y los gastos de representación y en ningún caso podrá superar el límite máximo salarial mensual, fijado en el presente decreto.


El salario mensual de los Contralores y Personeros Municipales y Distritales no podrá ser superior al cien por ciento (100%) del salario mensual del Gobernador o Alcalde.”





� “Artículo 1°. El monto máximo que podrán autorizar las Asambleas Departamentales y los Concejos Municipales y Distritales como salario mensual de los Gobernadores y Alcaldes estará constituido por la asignación básica mensual y los gastos de representación y en ningún caso podrán superar el límite máximo salarial mensual, fijado en el presente decreto.


El salario mensual de los Contralores y Personeros Municipales y Distritales no podrá ser superior al ciento por ciento (100%) del salario mensual del Gobernador o Alcalde.”





� “Artículo 1°. El monto máximo que podrán autorizar las Asambleas Departamentales y los Concejos Municipales y Distritales como salario mensual de los Gobernadores y Alcaldes estará constituido por la asignación básica mensual y los gastos de representación y en ningún caso podrán superar el límite máximo salarial mensual, fijado en el presente decreto.


El salario mensual de los Contralores y Personeros Municipales y Distritales no podrá ser superior al ciento por ciento (100%) del salario mensual del Gobernador o Alcalde”.





� En este sentido se pronunció la Sala de Consulta y Servicio Civil del Consejo de Estado el 10 de agosto de 2006, mediante concepto 1.760, Consejero Ponente Dr. Luis Fernando Álvarez Jaramillo, en los siguientes términos:





 “… los vocablos remuneración y honorarios, si bien son dos conceptos que guardan relación con el reconocimiento por un servicio prestado, también lo es que tienen connotaciones distintas y por lo tanto generan, para quienes los perciben, consecuencias laborales diferentes como lo es, entre otros, el reconocimiento de prestaciones sociales para quienes reciben remuneración o salario.





(…). 





Cosa distinta sucede con los concejales, pues ellos perciben honorarios que, como ya se dijo, no hacen parte de la nómina mensual de salarios, razón por la cual no pueden ser tenidos en cuenta para la liquidación del primer grupo de aportes parafiscales. En cuanto hace a las cotizaciones al sistema de seguridad social en salud y comoquiera que en esta materia los concejales tienen, por virtud de la ley, un régimen especial, el municipio debe pagar el valor total de las primas de las pólizas de seguros o de las cotizaciones al régimen contributivo en calidad de independientes, según la reglamentación expedida por el Gobierno.” 





� Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Segunda, Subsección “A”, radicado número: 680012315000200200605 01 (4281-2004), Consejero Ponente: Alberto Arango Mantilla


� Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Primera, sentencia de siete (7) de mayo de dos mil quince (2015), Radicación número: 05001-23-31-000-2004-06362-01, Actor: MUNICIPIO DE TURBO Demandado: CONCEJO MUNICIPAL DE TURBO, Consejero ponente: MARCO ANTONIO VELILLA MORENO.


� Nota original de la sentencia en cita: Sentencia de 26 de mayo de 2011, Expediente No. 2005-01986-01, M.P. Dra. Bertha Lucía Ramírez de Páez. Léase también la Sentencia de 30 de junio de 2011, Expediente No. 2006-08329-01, de la misma Magistrada Ponente


� Nota original de la sentencia en cita: Sentencia de 3 de diciembre de 2009, Expediente No. 2002-00623-01, M.P. Dr. Alfonso Vargas Rincón
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